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Accionado:                     Patrimonio Autónomo de Remanentes de Telecom P.A.R
Proceso: 

 Acción de Tutela 

Juzgado de Origen:         Quinto Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:      Julio César Salazar Muñoz
Tema:

DERECHO DE PETICIÓN/ Su satisfacción no depende de que la respuesta sea favorable. HECHO SUPERADO/ Contestación atiende el núcleo esencial del derecho, se justificó la imposibilidad de certificar la información solicitada. 

“Entendiendo entonces que nadie está obligado a lo imposible y que la protección de derecho de petición, no implica que lo pretendido debe ser resuelto de manera favorable, no se percibe la vulneración de tal garantía constitucional, máxime cuando la llamada a juicio tiene como argumento de peso, para no acceder a la expedición del referido certificado, la inexistencia de la información en los documentos y archivos remitidos por la liquidada Telesantarosa S.A. E.S.P. entidad que, según el actor, fue su empleadora.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-464 de 1996, T-918 de 2011 y T-022 de 2012.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veinticinco de enero de dos mil dieciséis
Acta N°_____de 25 de enero de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el señor HERNANDO GÓMEZ ARIAS contra el fallo proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, el día 25 de noviembre de 2015, dentro de la acción de tutela por él instaurada en contra del PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DE TELECOM P.A.R.

ANTECEDENTES

Indica el señor Hernando Gómez Arias que el día 11 de agosto de 2015 solicitó al Patrimonio Autónomo de Remanentes –PAR- le certificara los factores salariales devengados en el último año de servicios, petición que no ha sido atendida, pues únicamente le fue informando que, en virtud de la revisión que debía efectuarse a la información remitida por la extinta Telesantarosa, dado que los datos por él requeridos no se encontraban consignados en su historia laboral, era necesaria la ampliación por 30 días del término con el cual contaba para dar respuesta; sin embargo, a la fecha de presentación de la acción no ha recibido comunicación al respecto.
Es por todo lo anterior, que solicita la protección de sus derechos fundamentales de petición, igualdad y debido proceso y en consecuencia se ordene al PAR, a dar una respuesta definitiva y de fondo a la petición radicada el día 11 de agosto de 2015.

TRAMITE IMPARTIDO

El Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, admitió la tutela ordenando la notificación a la accionada, otorgándole dos (2) días, para que se pronunciara sobre los hechos y ejerciera su derecho de defensa.
En su oportunidad el Patrimonio Autónomo de Remantes P.A.R., alegó en defensa, haber dado respuesta a la petición elevada por el señor Gómez Arias a través del oficio No PARDS-08917-15 de fecha 20 de noviembre de 2015, en el cual le indicó que en la información suministrada por la desaparecida Telesantarosa no se encontraron los records de pago que permitan a esa entidad certificar los valores devengados mes a mes en su  último año de labores.
En relación con la negativa de acceder a las pretensiones del tutelante, indicó que en virtud de sus obligaciones contractuales, solo está facultado para certificar la información que reposa en las historias laborales que tiene en custodia, advirtiendo que obrar en otro sentido implicaría incurrir en una falsedad, por lo que estima que lo que en derecho corresponde es que el accionante aporte la documentación que soporte la información que requiere o, en su defecto, que acuda al juez laboral para que, a través de mecanismo ordinario dispuesto para ello, ordene lo correspondiente.

Considera que el hecho de que no haya atendido la petición en los términos solicitados no significa la transgresión de los derechos fundamentales que se reprochan vulnerados, pues informó de manera precisa los motivos por los cuales no le era posible expedir la certificación solicitada, negativa que afirma, encuentra soporte jurisprudencial en la Sentencia T-249 de 2001.

Refiere finalmente que ni el derecho de petición, ni la acción de tutela tienen la virtualidad de obligar a las autoridades a lo imposible y así lo adoctrinó la Corte Constitucional en la Sentencia T-464 de 1996, razón por la que solicita se declare el hecho superado y se desestime el amparo solicitado por el señor Gómez Arias.
Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado negó la protección constitucional pretendida al advertir que la entidad accionada dio respuesta a la petición elevada por el actor, la cual, si bien no fue favorable a sus intereses, fue clara y de fondo, por lo que procedió a declarar el hecho superado.
Inconforme con lo decidido el demandante impugnó, indicando que la solicitud que hizo a la tutelada, fue motivada precisamente por el hecho de que no cuenta con la información que le permita definir el tiempo laboral y el valor de lo percibido en la entidad Telesantarrosa, considerando entonces que la respuesta brindada por la entidad no resulta acorde ni coherente con lo pretendido, máxime cuando, como ente liquidador, debe tener bajo su cuidado y custodia toda la documentación de los extrabajadores de Telecom y sus Teleasociadas, sin que sea posible que, en su condición de parte débil de la relación, le sea trasladada la carga de la prueba, pues tal obligación es del empleador.

Sostiene que la omisión de la llamada a juicio le ocasiona un perjuicio irremediable, en la medida en le impide definir su situación pensional.
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO
¿Se configuró en el presente asunto el hecho superado?

1. DERECHO DE PETICIÓN

El artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Al respecto debe reiterarse que el derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez el artículo 13º del Código Contencioso Administrativo, indica que:

“Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución.”

Es así, que su verdadero y sentido implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

También ha dispuesto el compendio normativo antes referido, en su artículo 6º  que el término para resolver las peticiones es de “quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta”.

2. EXPEDICIÓN DE CERTIFICACIONES LABORAL CUANDO NO SE TIENEN ARCHIVOS DEL PETICIONARIO.

En un caso como que ocupa la atención de la Sala, la Corte Constitucional, en sentencia T-918 de 2011 indicó: 

“De acuerdo a lo dicho anteriormente, el objeto del derecho de petición es la contestación oportuna, y de fondo de las solicitudes presentadas por los ciudadanos. Ello no quiere decir que necesariamente atiendan las exigencias y condiciones del petente, que por cualquier motivo ajeno a la autoridad, no pueda hacerlo posible.

En el acápite correspondiente se estudiaron los requisitos con los que debe contar una respuesta, los cuales deben ser apreciados por el  juez de tutela, a fin de determinar el cumplimiento de los mismos, teniendo en cuenta que su esencia es la resolución pronta y oportuna de lo que se solicita, bajo los presupuestos de oportunidad, claridad, precisión y congruencia.

Pues bien, en las instancias procesales quedó plenamente probado que las respuestas de los derechos de petición se expidieron teniendo en cuenta la realidad ante la inexistencia de unos archivos de  hojas de vida. (…)
En estas circunstancias, compartimos la posición de las instancias, al considerar que la Notaría no podía expedir una certificación que no se encontraba en su poder, so pena de incurrir en delitos mayores, y mal haría esta Sala de Decisión en obligar a lo imposible a una entidad que precisamente, es garante de la fe pública. 
Ahora, en cuanto a la satisfacción de lo pretendido por el solicitante a través de una derecho de petición, la Corte Constitucional en la Sentencia T-464-96 indicó lo siguiente:

 “(…) una cosa es que resulte violado el derecho de petición cuando no se resuelve material y oportunamente acerca de la solicitud presentada y otra muy distinta que, ya respondido lo que la autoridad tiene a su alcance como respuesta, el peticionario aspire a que se le conceda forzosamente y de manera inmediata algo que resulte imposible.

El derecho de petición no ha sido vulnerado y, por tanto, no cabe la protección judicial, pues la acción de tutela tampoco es procedente para alcanzar efectos fácticos que están fuera del alcance de la autoridad contra la cual se intenta.”.

3. DEL HECHO SUPERADO

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política,  se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 

En Sentencia T-022 de 2012 la Corte constitucional manifestó que, “si la situación fáctica que motiva la presentación de una acción de tutela se modifica porque cesa la acción u omisión que generaba la vulneración de los derechos fundamentales, dado que la pretensión esbozada para procurar su defensa está siendo debidamente satisfecha, y consecuentemente, cualquier orden de protección proferida sería inocua, lo procedente es que el juez de tutela declare la configuración de un hecho superado por carencia actual de objeto”.

4. CASO CONCRETO
En el presente asunto, el actor se duele de la falta de respuesta por parte del Patrimonio Autónomo de Remanentes P.A.R., en relación con la certificación de los factores salariales que integraron su remuneración durante el último año de servicios en la desaparecida Telesantarosa S.A. E.S.P. –Telesantarosa-.
Durante el curso de la presente actuación, la llamada a juicio acreditó haber remitido respuesta a la petición formulada por el accionante el día 20 de noviembre de 2015, la cual fue entregada, según el reporte de mensajería visible a folio 34 del expediente, el día 23 de noviembre de 2015.

Ahora, en relación con el contenido de dicha respuesta, advierte la Sala que la misma atiende el núcleo esencial del derecho de petición, en la medida en que comunica la improcedencia de atender de manera favorable su petición, dado que no tiene registro en su historia laboral de los factores salariales que integraron su remuneración en el último año de servicio en la extinta Telesantarosa S.A. E.S.P y, en la información remitida por esa entidad para su custodia, no figuran los datos que requiere.  
En este punto vale la pena destacar que en el derecho de petición, ni siquiera se hace referencia al periodo que pretende el señor Hernando Gómez Arias que se certifique, ni aporta un documento que permita concluir, que en efecto, laboró al servicio de la liquidada entidad, lo cual, sumado a la falta de expediente, hace imposible que la parte pasiva de esta acción pueda expedir la constancia donde se relacionen los factores salariales devengados en el último año laborado y su monto.
Entendiendo entonces que nadie está obligado a lo imposible y que la protección de derecho de petición, no implica que lo pretendido debe ser resuelto de manera favorable, no se percibe la vulneración de tal garantía constitucional, máxime cuando la llamada a juicio tiene como argumento de peso, para no acceder a la expedición del referido certificado, la inexistencia de la información en los documentos y archivos remitidos por la liquidada Telesantarosa S.A. E.S.P. entidad que, según el actor, fue su empleadora.

Ahora, si bien inicialmente no se conocía el pronunciamiento de la destinataria de la solicitud, por razones válidas, durante el curso de la actuación cumplió con la obligación de comunicar la respuesta al peticionario, por lo que se configuró el hecho superado tal como lo indicó la juez de primer grado y por esa razón la decisión será confirmada.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA el día veinticinco (25) de noviembre de dos mil quince (2015).

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

                                                                                                         Magistrada 
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA
Secretaria
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